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ANEXO 10-B 

 

SERVICIOS FINANCIEROS 

 

ARTÍCULO 10-B.1 

 

Ámbito de aplicación y definiciones 

 

1. El presente Anexo se aplica a las medidas de un Estado Parte que afecten al 

suministro de servicios financieros. Las referencias al suministro de un servicio 

financiero significarán el suministro de un servicio según lo definido en el subpárrafo 

(a) del Artículo 10.2 (Definiciones) del Capítulo 10 (Comercio de Servicios). 

 

2. A los efectos del subpárrafo (b) del Artículo 10.2 (Definiciones) del Capítulo 10 

(Comercio de Servicios), "servicios suministrados en ejercicio de facultades 

gubernamentales" significa: 

 

(a) las actividades realizadas por un banco central o una autoridad monetaria o por 

cualquier otra entidad pública en prosecución de políticas monetarias o 

cambiarias; 

 

(b) las actividades que formen parte de un sistema legal de seguridad social o de 

planes de jubilación públicos; y 

 

(c) otras actividades realizadas por una entidad pública por cuenta o con garantía del 

Estado o con utilización de los recursos financieros de éste. 

 

3. A los efectos del subpárrafo (b) del Artículo 10.2 (Definiciones) del Capítulo 10 

(Comercio de Servicios), si un Estado Parte autoriza a sus proveedores de servicios 

financieros a desarrollar cualquiera de las actividades mencionadas en los subpárrafos 

(b) o (c) del párrafo 2 en competencia con una entidad pública o con un proveedor de 

servicios financieros, el término "servicios" comprenderá esas actividades. 
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4. El subpárrafo (c) del Artículo 2 (Definiciones) del Capítulo 10 (Comercio de 

Servicios) no se aplicará a los servicios abarcados por este Anexo. 

 

5. En caso de incompatibilidad entre las disposiciones de este Anexo y cualquier otra 

disposición del presente Acuerdo, prevalecerán las disposiciones de este Anexo respecto 

de dicha incompatibilidad.  

 

 6. A los efectos del presente Anexo:  

 

(a) "servicio financiero" significa todo servicio de carácter financiero ofrecido por un 

proveedor de servicios financieros de un Estado Parte. Los servicios financieros 

comprenden todos los servicios de seguros y relacionados con seguros, y todos los 

servicios bancarios y demás servicios financieros (excluidos los seguros). Los 

servicios financieros incluyen las siguientes actividades: 

 

Servicios de seguros y relacionados con seguros 

 

(i) seguros directos (incluido el coaseguro): 

 

(A) seguros de vida; 

 

(B) seguros distintos de los de vida; 

 

(ii) reaseguros y retrocesión; 

 

(iii) actividades de intermediación de seguros, por ejemplo las de los corredores 

y agentes de seguros; 

 

(iv) servicios auxiliares de los seguros, por ejemplo los de consultores, actuarios, 

evaluación de riesgos e indemnización de siniestros; 

 

Servicios bancarios y demás servicios financieros (excluidos los seguros) 
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(v) aceptación de depósitos y otros fondos reembolsables del público; 

 

(vi) préstamos de todo tipo, con inclusión de créditos personales, créditos 

hipotecarios, factoring y financiación de transacciones comerciales; 

 

(vii) servicios de arrendamiento financieros; 

 

(viii) todos los servicios de pago y transferencia monetaria, con inclusión de 

tarjetas de crédito, de pago y similares, cheques de viajeros y giros 

bancarios; 

 

(ix) garantías y compromisos; 

 

(x) intercambio comercial por cuenta propia o de clientes, ya sea en una bolsa, 

en un mercado extrabursátil o de otro modo, de lo siguiente: 

 

(A) instrumentos del mercado monetario (incluidos cheques, letras y 

certificados de depósito); 

 

(B) divisas; 

 

(C) productos derivados, incluidos, aunque no exclusivamente, futuros y 

opciones; 

 

(D) instrumentos de los mercados cambiario y monetario, por ejemplo, 

swaps y acuerdos a plazo sobre tipos de interés; 

 

(E) valores transferibles; 

 

(F) otros instrumentos y activos financieros negociables, metal inclusive; 

 

(xi) participación en emisiones de toda clase de valores, con inclusión de la 

suscripción y colocación como agentes (pública o privadamente) y el 

suministro de servicios relacionados con esas emisiones; 
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(xii) corretaje de cambios; 

 

(xiii) administración de activos, por ejemplo, administración de fondos en 

efectivo o de carteras de valores, gestión de inversiones colectivas en todas 

sus formas, administración de fondos de pensiones, servicios de depósito y 

custodia, y servicios fiduciarios; 

 

(xiv) servicios de pago y compensación de activos financieros, con inclusión de 

valores, productos derivados y otros instrumentos negociables; 

 

(xv) suministro y transferencia de información financiera, y procesamiento de 

datos financieros y soporte lógico con ellos relacionado, por proveedores de 

otros servicios financieros; 

 

(xvi) servicios de asesoramiento e intermediación y otros servicios financieros 

auxiliares respecto de cualesquiera de las actividades enumeradas en los 

subpárrafos (v) a (xv), con inclusión de informes y análisis de crédito, 

estudios y asesoramiento sobre inversiones y carteras de valores, y 

asesoramiento sobre adquisiciones y sobre reestructuración y estrategia de 

las empresas; 

 

(b) "proveedor de servicios financieros" significa toda persona física o jurídica de un 

Estado Parte que desee suministrar o que suministre servicios financieros, pero la 

expresión "proveedor de servicios financieros" no comprende las entidades 

públicas; 

 

(c) "entidad pública" significa: 

 

(i) un gobierno, un banco central o una autoridad monetaria de un Estado Parte, 

o una entidad que sea propiedad o esté bajo el control de un Estado Parte, 

que se dedique principalmente a desempeñar funciones gubernamentales o 

realizar actividades para fines gubernamentales, con exclusión de las 

entidades dedicadas principalmente al suministro servicios financieros en 

condiciones comerciales; o 
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(ii) una entidad privada que desempeñe las funciones normalmente 

desempeñadas por un banco central o una autoridad monetaria, mientras 

ejerza esas funciones; 

 

(d) "organización autorregulada" significa cualquier organismo no gubernamental, 

incluida cualquier organización o asociación que esté reconocida por un Estado 

Parte como organización autorregulada, y que ejerza autoridad reguladora o 

supervisora sobre los proveedores de servicios financieros por estatuto o 

delegación del gobierno o de las autoridades pertinentes; 

 

(e) "nuevo servicio financiero" significa un servicio de naturaleza financiera, 

incluyendo los servicios relacionados con productos financieros existentes y 

nuevos o la manera en que se distribuye un producto financiero, que no es 

suministrado por ningún proveedor de servicios financieros en el territorio de un 

Estado Parte, pero que se suministra en el territorio de otro Estado Parte. 

 

 

ARTÍCULO 10-B.2 

 

Nuevos Servicios Financieros1 

 

1. Un Estado Parte [A] permitirá a un proveedor de servicios financieros de otro 

Estado Parte [B] (que esté autorizado, regulado o supervisado para suministrar servicios 

financieros en B), suministrar a través de la presencia comercial en el territorio de A, 

cualquier nuevo servicio financiero que A permitiría a sus propios proveedores de 

servicios financieros (que estén autorizados, regulados o supervisados para suministrar 

 
1  Los Estados Partes entienden que nada de lo dispuesto en el presente Artículo 

impide que un proveedor de servicios financieros de un Estado Parte solicite a 

otro Estado Parte que considere autorizar el suministro de un servicio financiero 

que no se suministre en el territorio de cualquier Estado Parte. Dicha solicitud 

estará sujeta a la legislación del Estado Parte ante el que se presente la solicitud y, 

para mayor certeza, no estará sujeta a las obligaciones del presente Artículo. 
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servicios financieros en A), en circunstancias similares, suministrar sin adoptar una ley 

o modificar una ley existente.2 

 

2. Un "nuevo servicio financiero" se permitirá y prestará de conformidad con la 

legislación del Estado Parte en cuyo territorio se pretenda suministrar y estará sujeto a la 

aprobación, regulación y supervisión de las autoridades competentes de dicho Estado 

Parte. 

  

3. No obstante lo dispuesto en el subpárrafo (e) del Artículo 10.3(2) (Acceso a los 

Mercados) del Capítulo 10 (Comercio de Servicios), un Estado Parte podrá determinar 

la forma institucional y jurídica a través de la cual podrá suministrarse el nuevo servicio 

financiero y podrá exigir autorización para el suministro del servicio. Cuando un Estado 

Parte exija dicha autorización para suministrar un nuevo servicio financiero, el Estado 

Parte decidirá en un plazo razonable si expide la autorización. 

 

 

ARTÍCULO 10-B.3 

 

Medidas cautelares 

 

1. Nada de lo dispuesto en el presente Acuerdo se interpretará en el sentido de 

impedir que un Estado Parte adopte o mantenga medidas cautelares, tales como: 

  

(a) la protección de inversores, depositantes, tenedores de pólizas o personas con las 

que un proveedor de servicios financieros tenga contraída una obligación 

fiduciaria; 

 

(b) el mantenimiento de la seguridad, solvencia, integridad o responsabilidad 

financiera de un proveedor de servicios financieros; o 

 

(c) garantizar la integridad y estabilidad del sistema financiero de un Estado Parte. 

 
2  Para mayor certeza, un Estado Parte podrá emitir una nueva regulación u otra 

medida subordinada al permitir el suministro del nuevo servicio financiero. 
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2. Cuando tales medidas no sean conformes a las disposiciones del presente 

Acuerdo, no se utilizarán como medio de eludir los compromisos u obligaciones 

contraídos por un Estado Parte en virtud del presente Acuerdo. 

 

3. Nada de lo dispuesto en el presente Acuerdo se interpretará en el sentido de exigir 

a un Estado Parte que facilite o permita el acceso a información relativa a los negocios y 

contabilidad de clientes particulares ni ninguna información confidencial o de dominio 

privado en poder de entidades públicas. 

 

 

ARTÍCULO 10-B.4 

 

Reglamentación nacional 

 

1. Estas disposiciones se aplican a las medidas de los Estados Partes relativas a las 

prescripciones y procedimientos en materia de licencias y a las prescripciones y 

procedimientos en materia de títulos de aptitud que afectan al comercio de servicios 

financieros definidos en el presente Anexo. 

 

2. Las disciplinas del presente Artículo sólo se aplicarán a los sectores para los que 

un Estado Parte haya contraído compromisos específicos y en la medida en que dichos 

compromisos sean aplicables. 

 

3. Los Estados Partes reconocen el derecho a regular, y a introducir nuevas 

regulaciones, sobre el suministro de servicios financieros en sus territorios con el fin de 

cumplir sus objetivos de política. 

 

4. Cada Estado Parte se asegurará de que todas las medidas de aplicación general 

relativas al suministro de servicios financieros sean: 

 

(a) administradas de manera razonable, objetiva e imparcial; y 

  

(b) publicadas con prontitud o puestas a disposición de cualquier otra forma que 

permita a las personas interesadas conocerlas. 
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5. Si un Estado Parte exige autorización para el suministro de un servicio, las 

autoridades competentes de un Estado Parte pondrán a disposición del público las 

prescripciones y procedimientos en materia de licencias, o las prescripciones y 

procedimientos en materia de títulos de aptitud para completar las solicitudes relativas 

al suministro de servicios financieros. 

 

6. En la medida de lo posible, y de conformidad con su legislación, cada Estado 

Parte procurará: 

 

(a) publicar con antelación cualquier medida de aplicación general relativa a al 

suministro de servicios financieros que se proponga adoptar, así como la finalidad 

de la medida, y 

 

(b) proporcionar a las personas interesadas una oportunidad razonable de formular 

observaciones sobre las medidas propuestas. 

 

7. En la medida de lo posible, cada Estado Parte procurará establecer un plazo 

razonable entre la publicación de las medidas finales de aplicación general relativas al 

suministro de servicios financieros y su fecha de entrada en vigor. 

 

8. Las autoridades competentes de cada Estado Parte tramitarán sin demora indebida 

las solicitudes relacionadas con el suministro de servicios financieros presentadas por 

proveedores de servicios de otro Estado Parte. 

 

9. Cada Estado Parte mantendrá mecanismos apropiados para responder a las 

consultas de personas interesadas sobre las medidas de aplicación general relativas al 

suministro de servicios financieros. 

 

10. Si un Estado Parte exige autorización para el suministro de un servicio financiero, 

las autoridades competentes del Estado Parte deberán: 
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(a) en la medida de lo posible, permitir que un solicitante presente una solicitud en 

cualquier momento del año3; 

 

(b) conceder un plazo razonable para la presentación de una solicitud cuando existan 

plazos específicos para las solicitudes; 

 

(c) en la medida de lo posible, determinar sin demora indebida si una solicitud está 

completa para su tramitación con arreglo a la legislación del Estado Parte; 

 

(d) si consideran que una solicitud está completa para su tramitación con arreglo a la 

legislación del Estado Parte4, en un plazo razonable tras la presentación de la 

solicitud, asegurar que: 

 

(i) se haya completado la tramitación de la solicitud; y 

 

(ii) se informe al solicitante de la decisión relativa a la solicitud5, en la medida 

de lo posible por escrito6; 

 

(e) a petición de un solicitante, proporcionar sin demora indebida información sobre 

el estado de la solicitud; 

 

(f) teniendo en cuenta sus prioridades contrapuestas y las limitaciones de recursos, 

procurar aceptar las solicitudes en formato electrónico; y 

 

(g) aceptar copias de documentos, autenticados de conformidad con la legislación del 

Estado Parte, en lugar de documentos originales, a menos que las autoridades 

 
3  Las autoridades competentes no están obligadas a iniciar el examen de las 

solicitudes fuera de sus horas y días laborables oficiales. 
4  Las autoridades competentes podrán exigir que toda la información se presente en 

un formato determinado para considerarla "completa para su tramitación". 
5  Las autoridades competentes podrán cumplir este requisito informando 

previamente por escrito a un solicitante, incluso mediante una medida publicada, 

de que la falta de respuesta tras un plazo determinado a partir de la fecha de 

presentación de una solicitud indica la aceptación de la solicitud o el rechazo de la 

solicitud. 
6  "Por escrito" puede incluir en forma electrónica. 
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competentes exijan documentos originales para proteger la integridad del proceso 

de autorización. 

 

11. Cada Estado Parte se asegurará de que sus autoridades competentes, con respecto 

a las tasas de autorización7 que cobran, proporcionen a los solicitantes una lista de tasas 

o información sobre cómo se determinan los importes de las tasas. 

 

12. Cada Estado Parte se esforzará al máximo por garantizar que se implementen y 

apliquen en su territorio los estándares acordados internacionalmente para la regulación 

y supervisión en el sector de los servicios financieros y para la lucha contra la evasión y 

el fraude fiscales.8 

 

13. Cada Estado Parte mantendrá o establecerá, tan pronto como sea factible, 

tribunales o procedimientos judiciales, arbitrales o administrativos que prevean, a 

petición de un proveedor de servicios financieros afectado de un Estado Parte, una 

pronta revisión de las decisiones administrativas que afecten al comercio de servicios 

financieros y, si está justificado, la aplicación de remedios apropiados. Si tales 

procedimientos no son independientes del organismo encargado de la decisión 

administrativa de que se trate, cada Estado Parte se asegurará de que los procedimientos 

se apliquen de forma que permitan una revisión objetiva e imparcial. 

 

14. Nada de lo dispuesto en el párrafo 13 se interpretará en el sentido de imponer a un 

Estado Parte la obligación de establecer tales tribunales o procedimientos cuando ello 

sea incompatible con su estructura constitucional o con la naturaleza de su sistema 

jurídico. 

 
7  Las tasas de autorización no incluyen las tasas por el uso de recursos naturales, los 

pagos por subasta, licitaciones u otros medios no discriminatorios de adjudicación 

de concesiones, ni las contribuciones obligatorias al suministro del servicio 

universal. 
8  Para mayor certeza, a efectos del presente Anexo, los estándares regulatorios 

adoptados por organismos internacionales de normalización podrán considerarse 

estándares acordados internacionalmente, cuando las autoridades de regulación 

financiera de los Estados Partes hayan acordado dichos estándares regulatorios y 

participen en dichos organismos. 
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ARTÍCULO 10-B.5 

 

Organizaciones  autorreguladas 

 

1. Cuando un Estado Parte requiera que un proveedor de servicios financieros de 

otro Estado Parte establecido en su territorio sea miembro de, participe en o tenga 

acceso a una organización autorregulada, para suministrar un servicio financiero en el 

territorio de ese Estado Parte, dicho Estado Parte garantizará el cumplimiento de las 

obligaciones establecidas en el Artículo 10.4 (Trato Nacional) del Capítulo 10 

(Comercio de Servicios) por parte de dicha organización autorregulada. 

 

2. Para mayor certeza, nada de lo dispuesto en este Artículo impide que una 

organización autorregulada referida en el párrafo 1 adopte sus propios requisitos o 

procedimientos que sean compatibles con las obligaciones establecidas en el Artículo 

10.4 (Trato Nacional) del Capítulo 10 (Comercio de Servicios), los que, en tanto tales 

medidas sean tomadas por organismos no gubernamentales y no se tomen en relación 

con el ejercicio de facultades delegadas por gobiernos o autoridades centrales, 

regionales o locales, no se considerarán medidas de un Estado Parte y no entrarán en el 

ámbito de aplicación de este Anexo. 

 

 

ARTÍCULO 10-B.6 

 

Reconocimiento de medidas cautelares 

 

1. Un Estado Parte podrá reconocer las medidas cautelares de otro Estado Parte o de 

un Estado no Parte en la aplicación de las medidas cubiertas por el presente Anexo. Ese 

reconocimiento puede ser: 

 

(a) concedido de forma autónoma; 

 

(b) efectuado mediante armonización u otros medios; o 

 

(c) basado en un acuerdo o convenio con otro Estado Parte o con un Estado no Parte. 
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2. En el caso de que un Estado Parte otorgue el reconocimiento establecido en el 

párrafo 1, el Estado Parte brindará oportunidad adecuada a otro Estado Parte para 

demostrar que existen circunstancias en las que hay o habría una regulación, supervisión 

e implementación de la regulación equivalentes y, si corresponde, procedimientos 

relativos al intercambio de información entre los Estados Partes pertinentes. 

 

3.  Si un Estado Parte otorga el reconocimiento de medidas cautelares de 

conformidad con el subpárrafo (c) del párrafo 1 y las circunstancias establecidas en el 

párrafo 2 existen, ese Estado Parte, en la fecha de entrada en vigor del presente Acuerdo 

o con posterioridad, brindará a otro Estado Parte oportunidad adecuada para negociar la 

adhesión al acuerdo o convenio, o para negociar un acuerdo o convenio comparable. 

 

 

ARTÍCULO 10-B.7 

 

Sistemas de pago y Compensación 

 

En virtud de los términos y condiciones que otorgan trato nacional, cada Estado Parte, 

según lo permitan los criterios de acceso de cada Estado Parte, concederá a los 

proveedores de servicios financieros de otro Estado Parte, establecidos en su territorio y 

regulados o supervisados como proveedores de servicios financieros de conformidad 

con su legislación pertinente, acceso a las facilidades de pago y compensación operadas 

por entidades públicas y a las facilidades oficiales de financiamiento y refinanciamiento 

disponibles en el curso normal de sus negocios. Este Artículo no pretende conferir 

acceso a las facilidades del prestamista de última instancia del Estado Parte. 

 

 

ARTÍCULO 10-B.8 

 

Transferencia y procesamiento de la información 

 

1. Cada Estado Parte permitirá, de conformidad con su legislación y con sujeción a 

las salvaguardias apropiadas en materia de privacidad y confidencialidad, que un 

proveedor de servicios financieros de otro Estado Parte transfiera información en forma 
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electrónica o de otra forma, dentro y fuera de su territorio, para el procesamiento de 

datos, cuando dicho procesamiento sea necesario en el curso normal de los negocios de 

dicho proveedor de servicios financieros. 

 

2. Nada de lo dispuesto en el presente Artículo restringe el derecho de un Estado 

Parte a adoptar o mantener medidas para proteger datos personales, privacidad personal 

y la confidencialidad de los registros y cuentas individuales, siempre que dichas 

medidas no se utilicen para eludir lo dispuesto en el presente Artículo. 

 

 

ARTÍCULO 10-B.9 

 

Consultas 

 

1. Un Estado Parte podrá solicitar consultas con otro Estado Parte en relación con 

cualquier asunto que surja en virtud de este Acuerdo que afecte a los servicios 

financieros. El otro Estado Parte dará debida consideración la solicitud. Los Estados 

Partes consultantes informarán de los resultados de sus consultas al Comité Conjunto 

establecido de conformidad con el Artículo 19.1 (Comité Conjunto) del Capítulo 19 

(Disposiciones Institucionales, Generales y Finales). 

 

2.  Las consultas previstas en el presente Artículo incluirán funcionarios de las 

autoridades pertinentes. 

 

3. Nada de lo dispuesto en el presente Artículo se interpretará en el sentido de exigir 

a las autoridades reguladoras a participar en consultas previstas en el párrafo 1 que 

revelen información o adopten medidas que pudieran interferir en asuntos específicos 

regulatorios, de supervisión, administrativos o de cumplimiento. 

 

4. Nada de lo dispuesto en el presente Artículo se interpretará en el sentido de exigir 

a un Estado Parte a derogar su legislación pertinente relativa al intercambio de 

información entre reguladores financieros o los requisitos de un acuerdo o convenio 

entre autoridades financieras de los Estados Partes. 
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5. Las consultas de conformidad con este Artículo se entienden sin perjuicio de las 

consultas previstas en el Artículo 18.6 (Consultas) del Capítulo 18 (Solución de 

Controversias) y no las sustituyen. 

 

 

ARTÍCULO 10-B.10 

 

Solución de Controversias 

 

1. Salvo disposición en contrario, el Capítulo 18 (Solución de Controversias) aplica 

como se modifica por este Artículo, a la solución de controversias que surjan en virtud 

de este Anexo. 

 

2. Cuando un Estado Parte alegue que una controversia surge en virtud de este 

Anexo, incluso cuando exista una controversia en la que un Estado Parte invoque el 

Artículo 10-B.3 (Medidas cautelares): 

 

(a) el presidente del tribunal arbitral deberá tener conocimientos especializados o 

experiencia en derecho o práctica de servicios financieros, que podrá incluir la 

regulación de instituciones financieras; y 

 

(b) el tribunal arbitral estará compuesto por árbitros que cumplan los criterios 

establecidos en el párrafo 3 del Artículo 18.9 (Composición y establecimiento del 

tribunal arbitral) del Capítulo 18 (Solución de Controversias). 

 

Si los Estados Partes en controversia así lo acuerdan, el tribunal arbitral podrá estar 

compuesto en su totalidad por árbitros que tengan conocimientos o experiencia en 

derecho o práctica de servicios financieros, lo que podrá incluir la regulación de las 

instituciones financieras. 

 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 18.15 (Compensación y suspensión de 

concesiones u otras obligaciones) del Capítulo 18 (Solución de Controversias), cuando 

un tribunal arbitral considere que una medida es incompatible con este Acuerdo y la 

medida objeto de controversia afecte: 
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(a) sólo al sector de servicios financieros, el Estado Parte demandante podrá 

suspender beneficios únicamente en el sector de servicios financieros; 

 

(b) el sector de servicios financieros y cualquier otro sector, el Estado Parte 

demandante podrá suspender beneficios en el sector de servicios financieros que 

tengan un efecto equivalente al efecto de la medida en el sector de servicios 

financieros del Estado Parte; o  

 

(c) sólo a un sector distinto al de servicios financieros, el Estado Parte demandante no 

podrá suspender beneficios en el sector de servicios financieros. 

 

 

 

 

 

 

 

 


